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dentro del deber que les corresponde a los sujetos obligados de contribuir con el 

financiamiento de los gastos e inversiones del Estado (artículo 95 superior), en este 

caso, con miras a la consecución de recursos líquidos destinados al FOME.  

  
LA CORTE CONSTITUCIONAL CONSTATÓ QUE LAS MEDIDAS DECRETADAS PARA GARANTIZAR EL ACCESO A 

LOS SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES ESENCIALES EN LAS CONDICIONES QUE HA IMPUESTO LA 

PANDEMIA POR COVID19, SATISFACEN PLENAMENTE LOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES  
 

  

      V.  EXPEDIENTE RE-273 -  SENTENCIA C-197/20 (junio 24) 

           M.P. Diana Fajardo Rivera 

 

 

1. Norma objeto de revisión constitucional

DECRETO 540 DE 2020 

(marzo 20) 

 

Por el cual se adoptan las medidas para mitigar el acceso a 

las telecomunicaciones en el marco del Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica 

 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

 

en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, en 

especial las conferidas por el artículo 215 de la Constitución 

Política, en concordancia con la Ley 137 de 1994, y en 

desarrollo de lo previsto en el Decreto 417 del 17 de marzo de 

2020, “Por el cual se declara un Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional”, 

 

CONSIDERANDO 

 

Que en los términos del Artículo 215 de la Constitución Política, 

el presidente de la Republica, con la firma de todos los 

ministros, en caso de que sobrevengan hechos distintos de los 

previstos en los artículos 212 y 213 de la Constitución Política, 

que perturben o amenacen perturbar en forma grave e 

inminente el orden económico, social y ecológico del país, o 

que constituyan grave calamidad pública, podrá́ declarar 

el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.  

 

Que, según la misma norma constitucional, una vez declarado 

el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, el 

Presidente, con la firma de todos los ministros, podrá́ dictar 

decretos con fuerza de ley destinados exclusivamente a 

conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos.  

 

Que estos decretos deberán referirse a materias que tengan 

relación directa y especifica con el Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica, y podrán, en forma transitoria 

establecer nuevos tributos o modificar los existentes.  

 

Que mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020 se 

declaró́ el Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica en todo el territorio nacional por él termino de 

treinta (30) días, con el fin de conjurar la grave calamidad 

pública que afecta al país por causa del nuevo Coronavirus 

COVID-19.  

 

Que dentro de las razones generales tenidas en cuenta para 

la adopción de dicha medida se incluyeron las siguientes:  

 

Que el 30 de enero de 2020 la Organización Mundial de la 

Salud identificó el nuevo Coronavirus COVID-19 y declaró este 

brote como emergencia de salud pública de importancia 

internacional. 

 

Que el 6 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y de la 

Protección Social dio a conocer el primer caso de brote de 

enfermedad por Coronavirus COVID-19 en el territorio 

nacional.  

 

Que el 9 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la 

Salud solicitó a los países la adopción de medidas prematuras 

con el objetivo de detener la transmisión y prevenir la 

propagación del virus. 

 

Que el 11 marzo 2020 la Organización Mundial de la Salud - 

OMS declaró el actuar (sic) brote de enfermedad por 

Coronavirus COVID-19 como una pandemia, esencialmente 

por la velocidad de su propagación y la escala de transmisión, 

toda vez que al 11 de marzo de 2020 a la OMS se habían 

notificado cerca de 125.000 casos de contagio en 118 países 

y que a lo largo de esas últimas dos semanas el número de 

casos notificados fuera de la República Popular China se 

había multiplicado en 13 veces, mientras que el número de 

países afectados se había triplicado, por lo que instó a los 

países a tomar acciones urgentes. 

 

Que según la OMS la pandemia del Coronavirus COVID-19 es 

una emergencia sanitaria y social mundial, que requiere una 

acción efectiva e inmediata los gobiernos, las personas y las 

empresas. 

 

Que mediante la Resolución 0000380 del 10 de marzo de 2020, 

el Ministerio de Salud y Protección Social adoptó, entre otras, 

medidas preventivas sanitarias de aislamiento y cuarentena 

las personas que, a partir de la entrada en vigencia de la 

precitada resolución, arribaran a Colombia desde la 

República Popular China, Francia, Italia y España. 

 

Que mediante Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el 

ministro de Salud y Protección Social, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 89 de la Ley 1753 de 2015, declaró 

el estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo 

coronavirus COVID-19 en todo el territorio nacional hasta el 30 

de mayo de 2020 y, en virtud de la misma, adoptó una serie 

de medidas con el objeto de prevenir y controlar la 

propagación del COVID-19 y mitigar sus efectos.   

   

Que el vertiginoso escalamiento del brote de Coronavirus 

COVID-19 hasta configurar una pandemia representa 

actualmente una amenaza global a la salud pública, con 

afectaciones al sistema económico, de magnitudes 

impredecibles e incalculables, de la cual Colombia no podrá 

estar exenta.   

   

Que la expansión en el territorio nacional del brote de 

enfermedad por el Coronavirus -COVID-19 y cuyo crecimiento 

exponencial es imprevisible, sumado a los efectos 

económicos negativos que se han venido evidenciando en la 

última semana, es un hecho que, además de ser una grave 

calamidad pública, constituye una grave afectación al orden 

económico y social del país que justifica la declaratoria del 

Estado de Emergencia Económica y Social, toda vez que se 

trata de situaciones diferentes a las que se refieren los articulas 

212 y 213 de la Constitución Política.   

   

Que el Ministerio de Salud y Protección Social reportó el 9 de 

marzo de 2020 0 muertes y 3 casos confirmados en Colombia.   

 

Que al 17 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y Protección 

Social había reportado que en el país se presentaban 75 casos 

de personas infectadas con el Coronavirus COVID-19 y 0 

fallecidos, cifra que ha venido creciendo a nivel país de la 

siguiente manera: 102 personas contagiadas al 18 de marzo 

de 2020; 108 personas contagiadas al día 19 de marzo de 

2020; 145 personas contagiadas al día 20 de marzo, 196 

personas contagiadas al día 21 de marzo, 235 personas 

contagiadas al 22 de marzo, 306 personas contagiadas al 23 

de marzo de 2020; 378 personas contagiadas al día 24 de 

marzo; 470 personas contagiadas a día 25 de marzo, 491 

personas contagiadas al día 26 de marzo, 539 personas 

contagiadas al día 27 de marzo, 608 personas contagiadas al 

28 de marzo, 702 personas contagiadas al 29 de marzo; 798 

personas contagiadas al día 30 de marzo; 906 personas 

contagiadas al día 31 de marzo, 1.065 personas contagiadas 

al día 1 de abril, 1.161 personas contagiadas al día 2 de abril, 
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1.267 personas contagiadas al día 3 de abril, 1.406 personas 

contagiadas al día 4 de abril, 1.485 personas contagiadas al 

día 5 de abril, 1.579 personas contagiadas al día 6 de abril, 

1.780 personas contagiadas al 7 de abril, 2.054 personas 

contagiadas al 8 de abril de 2020 y cincuenta y cuatro (54) 

fallecidos a esa fecha.   

   

Que pese a las medidas adoptadas, el Ministerio de Salud y 

Protección Social reportó el 11 de abril de 2020 100 muertes y 

2.709 casos confirmados en Colombia, distribuidos así: Bogotá 

D.C. (1.164), Cundinamarca (105), Antioquia (253), Valle del 

Cauca (479), Bolívar (117), Atlántico (84), Magdalena (57), 

Cesar (32), Norte de Santander (41), Santander (27), Cauca 

(19), Caldas (33), Risaralda (58), Quindío (47), Huila (52), Tolima 

(23), Meta (21), Casanare (7), San Andrés y Providencia (5), 

Nariño (38), Boyacá (31), Córdoba (13), Sucre (1) y La Guajira 

(1), Chocó (1).   

 

Que según la Organización Mundial de la Salud - OMS, se ha 

reportado la siguiente información; (i) en reporte número 57 

de fecha 17 de marzo de 2020 a las 10:00 a.m. CET[1] señaló 

que se encuentran confirmados 179.111 casos del nuevo 

coronavirus COVID-19" y 7.426 fallecidos, (ii) en reporte número 

62 de fecha 21 de marzo de 2020 a las 23:59 p.m. CET señaló 

que se encuentran confirmados 292.142 casos del nuevo 

coronavirus COVID-19 y 12.783 fallecidos, (iii) en reporte 

número 63 de fecha 23 de marzo de 2020 a las 10:00 a.m. CET 

señaló que se encuentran confirmados 332.930 casos del 

nuevo coronavirus COVID-19 y 14.509 fallecidos, y (iv) y en el 

reporte número 79 de fecha 8 de abril de 2020 a las 10:00 a.m. 

CET se encuentran confirmados 1,353.361 casos del nuevo 

coronavirus COVID-19 y 79.235 fallecidos   

   

Que según la Organización Mundial de la Salud - OMS, en 

reporte de fecha 11 de abril de 2020 a las 19:00 GMT-5, - hora 

del Meridiano de Greenwich-, se encuentran confirmados 

1,614,951 casos, 99,887 fallecidos y 213 países, áreas o 

territorios con casos del nuevo coronavirus COVID-19.   

   

Que el Fondo Monetario Internacional mediante Comunicado 

de Prensa 20/114 del 27 de marzo de 2020, publicó la 

“Declaración conjunta del Presidente del Comité Monetario y 

Financiero Internacional y la Directora Gerente del Fondo 

Monetario Internacional”, la cual expresa:   

   

“[...] Estamos en una situación sin precedentes en la que una 

pandemia mundial se ha convertido en una crisis económica 

y financiera. Dada la interrupción repentina de la actividad 

económica, el producto mundial se contraerá en 2020. Los 

países miembros ya han tomado medidas extraordinarias para 

salvar vidas y salvaguardar la actividad económica. Pero es 

necesario hacer más. Se debe dar prioridad al apoyo fiscal 

focalizado para los hogares y las empresas vulnerables a fin 

de acelerar y afianzar la recuperación en 2021 [...]”  

 

Que la Organización Internacional del Trabajo en el 

comunicado de fecha de 18 de marzo de 2020 sobre el “El 

COVID-19 y el mundo del trabajo: Repercusiones y 

respuestas”, afirma que “[...] El COVID-19 tendrá una amplia 

repercusión en el mercado laboral. Más allá de la inquietud 

que provoca a corto plazo para la salud de los trabajadores y 

de sus familias, el virus y la consiguiente crisis económica 

repercutirán adversamente en el mundo del trabajo en tres 

aspectos fundamentales, a saber: 1) la cantidad de empleo 

(tanto en materia de desempleo como de subempleo); 2) la 

calidad del trabajo (con respecto a los salarios y el acceso a 

protección social); y 3) los efectos en los grupos específicos 

más vulnerables frente a las consecuencias adversas en el 

mercado laboral [...]”.   

   

Que así mismo la Organización Internacional del Trabajo en el 

referido comunicado estima “[...] un aumento sustancial del 

desempleo y del subempleo como consecuencia del brote 

del virus. A tenor de varios casos hipotéticos sobre los efectos 

del COVID -19 en el aumento del PIB a escala mundial [...], en 

varias estimaciones preliminares de la OIT se señala un 

aumento del desempleo mundial que oscila entre 5,3 millones 

(caso "más favorable") y 24,7 millones de personas (caso “más 

desfavorable”), con respecto a un valor de referencia de 188 

millones de desempleados en 2019. Con arreglo al caso 

hipotético de incidencia "media”, podría registrarse un 

aumento de 13 millones de desempleados (7,4 millones en los 

países de ingresos elevados). Si bien esas estimaciones poseen 

un alto grado de incertidumbre, en todos los casos se pone de 

relieve un aumento sustancial del desempleo a escala 

mundial. A título comparativo, la crisis financiera mundial que 

se produjo en 2008-9 hizo aumentar el desempleo en 22 

millones de personas”.   

 

Que en consecuencia la Organización Internacional del 

Trabajo -OIT en el citado comunicado insta a los Estados a 

adoptar medidas urgentes para (i) proteger a los trabajadores 

y empleadores y sus familias de los riesgos para la salud 

generadas por el coronavirus COVID-19; (ii) proteger a los 

trabajadores en el lugar de trabajo; (iii) estimular la economía 

y el empleo, y (iv) sostener los puestos de trabajo y los ingresos, 

con el propósito de respetar los derechos laborales, mitigar los 

impactos negativos y lograr una recuperación rápida y 

sostenida.   

 

Que el artículo 47 de la Ley Estatutaria 137 de 1994 faculta al 

Gobierno nacional para que en virtud de la declaración del 

Estado de Emergencia, pueda dictar decretos con fuerza de 

ley, destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir 

la extensión de sus efectos, siempre que (i) dichos decretos se 

refieran a materias que tengan relación directa y específica 

con dicho Estado, (ii) su finalidad esté encaminada a conjurar 

las causas de la perturbación y a impedir la extensión de sus 

efectos, (iii) las medidas adoptadas sean necesarias para 

alcanzar los fines que dieron lugar a la declaratoria de Estado 

de Excepción correspondiente, y (iv) cuando se trate de 

decretos legislativos que suspendan leyes se expresen las 

razones por las cuales son incompatibles con el 

correspondiente Estado de Excepción.   

   

Que mediante los decretos legislativos 457 del 22 de 2020 "Por 

el cual se imparten instrucciones en virtud de la emergencia 

sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID-

19 y el mantenimiento del orden público" y 531 del 8 de abril 

de 2020 “Por el cual se imparten instrucciones en virtud de la 

emergencia sanitaria generada por la pandemia del 

Coronavirus COVID-19, y el mantenimiento del orden público”, 

se ordenó el aislamiento preventivo obligatorio de todas las 

personas habitantes de la República de Colombia, para el 

primero, a partir de las cero horas {00:00 a.m.) del día 25 de 

marzo de 2020, hasta las cero horas (00:00 a.m.) del día 13 de 

abril de 2020, y para el segundo a partir de las cero horas 

(00:00 a.m.) del día 13 de abril 2020, hasta las cero horas (00:00 

a.m.) del día 27 de abril de 2020.   

   

Que el Decreto 464 de 2020, “Por el cual se disponen medidas 

con el fin de atender la situación de emergencia económica, 

social y ecológica de la que trata el Decreto 417 de 2020", 

señala expresamente que “los servicios de 

telecomunicaciones y postales se convierten en una 

herramienta esencial para permitir la protección de bienes 

jurídicos ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y 

efectividad de los derechos y libertades fundamentales y 

hacer efectivas las garantías dispuestas para su amparo, con 

el fin de asegurar su respeto y efectividad, por tanto, los 

servicios de telecomunicaciones y postales, revisten 

naturaleza de esenciales y debe garantizarse la adecuación 

y mantenimiento de las redes e infraestructura de 

telecomunicaciones y postales, de manera ininterrumpida." En 

consecuencia, el artículo 1 del mismo Decreto indica que los 

proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones y 

postales no podrán suspender las labores de instalación, 

mantenimiento y adecuación de las redes requeridas para la 

operación del servicio.   

 

Que la Directiva Presidencial 002 de 2020, la Circular 21 de 

2020 del Ministerio del Trabajo, el Acuerdo PCSJA20-11518 del 

Consejo Superior de la Judicatura y la Circular 20 de 2020 del 

Ministerio de Educación Nacional, imparten lineamientos para 

promover e intensificar el trabajo y la educación desde la 

casa, con el fin de fortalecer las medidas de distanciamiento 

social y aislamiento, condición fundamental para la 

contención y mitigación de la pandemia del COVID-19. Esto 

ha sido reforzado con medidas del orden territorial para 

restringir la movilidad y para modificar el calendario escolar, 

que facilitan el aislamiento requerido para preservar la salud y 

la vida de los habitantes del territorio nacional.   

 

Que las medidas de cuidado para preservar la salud y la vida, 

especialmente el distanciamiento social recomendado por la 

Organización Mundial de la Salud y el aislamiento preventivo 

ordenado por el Gobierno nacional implican que las personas 

deban desarrollar sus actividades laborales, comerciales, 

académicas y de todo orden, susceptibles de realizarse de 

manera remota, y particularmente mediante Internet. Esto ha 

generado un comportamiento sin precedentes en los 

patrones de uso de las redes de telecomunicaciones y, en 

consecuencia, en el tráfico que cursa sobre estas. Por lo 

anterior, se adoptaron medidas para atender dicha situación 

en el artículo 4 del Decreto 464 de 2020 y en la Resolución 5951 

del 26 de marzo de 2020 expedida por la Comisión de 

Regulación de Comunicaciones.   

 

 Que los numerales 7 y 10 del artículo 2 de la Ley 1341 de 2009 

"Por la cual se definen principios y conceptos sobre la 

sociedad de la información y la organización de las 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones -TIC-, se 
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crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras 

disposiciones”, modificado por el artículo 3 de la Ley 1978 de 

2019, ‘"Por la cual se moderniza el sector de las Tecnologías de 

la información y las Comunicaciones (TIC), se distribuyen 

competencias, se crea un regulador único y se dictan otras 

disposiciones”, disponen como principios orientadores el 

deber del Estado de propiciar a todo colombiano el derecho 

al acceso a las tecnologías de la información y las 

comunicaciones básicas, que permitan el ejercicio pleno de 

los derechos a la libertad de expresión y de difundir su 

pensamiento y opiniones, el libre desarrollo de la 

personalidad, la de informar y recibir información veraz e 

imparcial, la educación y el acceso al conocimiento, a la 

ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la 

cultura. Así como el deber de la Nación de asegurar la 

prestación continua, oportuna y de calidad de los servicios 

públicos de comunicaciones, para lo cual velará por el 

despliegue de la infraestructura de redes de 

telecomunicaciones, de los servidos de televisión abierta 

radiodifundida y de radiodifusión sonora, en las entidades 

territoriales.   

   

Que el parágrafo 2 del artículo 193 de la Ley 1753 de 2011, 

“Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, 

“Todos por un nuevo país”, establece en materia de 

despliegue de infraestructura de telecomunicaciones que “a 

partir de la radicación de la solicitud de licencia para la 

construcción, instalación, modificación u operación de 

cualquier equipamiento para la prestación de servidos de 

telecomunicaciones, la autoridad competente para decidir 

tendrá un plazo de dos (2) meses para el otorgamiento o no 

de dicho permiso. Transcurrido ese plazo sin que se haya 

notificado decisión que resuelva ya petición, se entenderá 

concedida la licencia en favor del peticionario en los términos 

solicitados en razón a que ha operado el silencio 

administrativo positivo, salvo en los casos señalados por la 

Corte Constitucional. Dentro de las setenta y dos (72) horas 

siguientes al vencimiento del término de los (2) meses, la 

autoridad competente para la ordenación del territorio, 

deberá reconocer al peticionario los efectos del silencio 

administrativo positivo, sin perjuicio de la responsabilidad 

patrimonial y disciplinaria que tal abstención genere para el 

funcionario encargado de resolver.”   

 

Que los procedimientos y trámites adelantados ante las 

autoridades para obtener la licencia para la construcción, 

instalación, modificación u operación de cualquier 

equipamiento para la prestación de servicios de 

telecomunicaciones no cuentan con un procedimiento 

especial, por tanto, se rigen por el procedimiento 

administrativo común y principal dispuesto en el artículo 34 y 

siguientes de la Ley 1437 de 2011, "Por la cual se expide el 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo”. Adicionalmente, el término definido en el 

parágrafo 2 del artículo 193 de la Ley 1753 de 2011 para que 

opere el silencio administrativo positivo corresponde a dos (2) 

meses desde la presentación de la solicitud. Estos términos no 

permiten la rapidez para garantizar el oportuno despliegue de 

la infraestructura de telecomunicaciones requerida para la 

provisión del servicio de telecomunicaciones, durante el 

estado de emergencia económica, social y ecológica, 

situación que reviste especial importancia para la contención 

y mitigación del COVID-19, porque es imperioso el desarrollo 

intensivo de las todas las actividades de la vida diaria de 

manera remota y, especialmente, a través de Internet, por lo 

menos, por el término que se mantenga la emergencia 

sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección 

Social, periodo durante el que deberá privilegiarse el 

desarrollo de actividades de manera remota, por lo que se 

requiere incluir un nuevo parágrafo al artículo 193 de la Ley 

1753 de 2011.   

   

Que, por lo expuesto, los aumentos en el uso de las redes y 

servicios de telecomunicaciones y la necesidad de garantizar 

su provisión a todos los habitantes del territorio nacional hasta 

que cesen las causas que dieron origen a la emergencia 

sanitaria, y por tanto, se retomen las actividades laborales y 

académicas de manera presencial y se disminuya el tráfico 

sobre las redes de telecomunicaciones, implica que los 

proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones 

realicen acciones adicionales para la gestión, diseño y 

administración de sus redes y aceleren los planes de 

expansión de estas, que implican el despliegue de nueva 

infraestructura, adicional a la actualmente desplegada, y la 

realización de obras civiles, para lo cual se hace necesario 

disponer de un procedimiento expedito que permita el 

despliegue oportuno de la infraestructura de 

telecomunicaciones, durante el estado de emergencia 

sanitaria.   

   

Que las acciones para aumentar el despliegue de 

infraestructura requieren medidas para garantizar que la 

población acceda de manera permanente a los servicios de 

telecomunicaciones, permitir su oportuna atención así como 

el ejercicio de sus derechos durante la emergencia, en 

consecuencia, se deben disminuir el costo, esto es, aumentar 

la asequibilidad a los bienes y servicios de telecomunicaciones 

de toda la población mediante el alivio temporal de una de 

las cargas económicas que inciden en el valor de los planes 

ofrecidos a los usuarios, especialmente, al servicio de Internet 

y con esto, al desarrollo de sus actividades sociales, 

educativas, culturales y económicas, en forma remota, y en 

consecuencia es necesario crear una norma transitoria 

mediante la cual el impuesto sobre las ventas quede exento 

para los servicios de voz e internet móviles cuando el valor no 

supere dos (2) Unidades de Valor Tributario.   

 

En mérito de lo expuesto,  

 

DECRETA: 

  

Artículo 1. Procedimiento especial para el trámite de 

solicitudes para el despliegue de infraestructura de 

telecomunicaciones. Adiciónese el parágrafo cuarto al 

artículo 193 de la Ley 1753 de 2015, el cual tendrá el siguiente 

texto: 

 

“PARÁGRADO CUARTO. Únicamente durante la vigencia de la 

Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y 

Protección Social, con ocasión de la pandemia derivada del 

Coronavirus COVID-19, las solicitudes de licencia para la 

construcción, conexión, instalación, modificación u operación 

de cualquier equipamiento para la prestación de servicios de 

telecomunicaciones, fijas y móviles, serán resueltas por la 

entidad, pública o privada, completamente dentro de los diez 

(10) días siguientes a su presentación. Transcurrido este plazo 

sin que se haya notificado la decisión que resuelva la petición, 

se entenderá concedida la licencia en favor del peticionario 

en los términos solicitados en razón a que ha operado el 

silencio administrativo positivo. Dentro de las setenta y dos (72) 

horas siguientes la autoridad competente deberá reconocer 

al peticionario los efectos del silencio administrativo positivo.    

   

Artículo 2. Servicios de voz e internet móviles exentos del 

impuesto sobre las ventas. Durante los cuatro (4) meses 

siguientes a la expedición del presente Decreto, estarán 

exentos del impuesto sobre las ventas (IVA) los servicios de 

conexión y acceso a voz e internet móviles cuyo valor no 

supere dos (2) Unidades de Valor Tributario - UVT. 

 

Parágrafo. La exención de que trata el presente artículo debe 

reflejarse en la facturación al usuario que se expida a partir de 

la vigencia del presente Decreto. 

 

Artículo 3. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su 

publicación. 

 

 

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLE el Decreto legislativo 540 del 13 de abril de 2020.  

 

3.  Síntesis de la providencia  

3.1. La Corte Constitucional analizó y encontró satisfechos los requisitos formales 

exigidos para la expedición de decretos legislativos en el marco de estados de 

emergencia económica, social y ecológica. A continuación, precisó que el Decreto 

legislativo 540 de 2020 contiene, en los dos primeros artículos, dos medidas concretas 
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destinadas a garantizar el acceso a los servicios de telecomunicaciones en el marco 

de la pandemia del Covid-19, y, en el artículo 3, la regla general de vigencia, según 

la cual esta normativa rige hacia el futuro.  

3.2. La Sala Plena valoró que el aislamiento decretado por las autoridades sanitarias 

repercutió en el incremento inusitado de las actividades diarias de forma remota y, 

por consiguiente, en la necesidad de adoptar medidas para fortalecer (i) las redes de 

los servicios de telecomunicaciones y (ii) la capacidad de los hogares más vulnerables 

para acceder a los servicios de voz e internet móviles. Con tal finalidad, ligada directa 

y específicamente a las causas del Estado de emergencia económica, social y 

ecológica declarada en el Decreto legislativo 417 de 2020, se determinó que el 

Presidente de la República y sus ministros motivaron adecuadamente los contenidos 

normativos que integran el Decreto legislativo 540 de 2020. 

3.3. La primera medida, prevista en el artículo 1, consiste en disminuir durante la 

emergencia sanitaria el término con el que cuentan las entidades, públicas y 

privadas, para pronunciarse sobre el otorgamiento de licencias para la construcción, 

conexión, instalación, modificación u operación de cualquier equipamiento para la 

prestación de los servicios de telecomunicaciones. En condiciones de normalidad 

(Artículo 193, parágrafo 2, de la Ley 1753 de 2015), si desde la petición transcurre un 

término de 2 meses y la autoridad competente no emite respuesta, se entiende 

concedida la licencia dado que opera la figura del silencio administrativo positivo; 

mientras permanece la emergencia sanitaria, sin embargo, el término se reduce a 10 

días.  

Para la Corte, tal disminución se justifica en la mayor necesidad de garantizar la 

continuidad, calidad y universalización del servicio de telecomunicaciones en 

momentos en los que las actividades diarias de los habitantes del país se trasladaron 

de manera inusual a las residencias; actividades estrechamente vinculadas al 

ejercicio de derechos constitucionales fundamentales como la educación, la 

información, el trabajo, entre otros. Con esta perspectiva, se indicó que la medida no 

desconoce derechos especialmente protegidos por el ordenamiento en momentos 

de excepcionalidad y, por el contrario, es instrumental para su protección.  

Agregó que el análisis en 10 días (i) no se puede comprender como una permisión 

para que se relajen los requisitos que deben satisfacerse para la obtención del 

permiso, tales como licencias ambientales y, por supuesto, aquellos que tienen por 

objeto garantizar la salud de la población; (ii) ni altera las competencias 

constitucionales y legales para que las autoridades con facultades en esta materia 

analicen a plenitud las condiciones fijadas previamente para la obtención de la 

licencia. En este sentido, en consecuencia, se juzgó que la medida adoptada en el 

artículo 1 es constitucional y adecuada a los fines pretendidos.  

3.4. La segunda medida, establecida en el artículo 2, se concreta en un alivio tributario 

o exención del IVA, por 4 meses, a los servicios de conexión y acceso a voz e internet 

móviles cuando no se superan las dos (2) Unidades de Valor Tributario -UVT. La Sala 

Plena estimó que este beneficio (i) persigue una finalidad legítima e importante, 

consistente en garantizar el acceso a los servicios de telecomunicaciones en el 

territorio nacional durante la pandemia; (ii) emplea un medio adecuado y 

efectivamente conducente -la reducción de la carga financiera- que contribuye 

razonablemente a lograr dicha finalidad; y (iii) genera una interferencia leve en el 

deber de contribuir a la financiación de gastos públicos. Se consideró, además, que 

la medida no era discriminatoria respecto de otros grupos, dado que el régimen 

tributario ordinario prevé exenciones y beneficios adicionales, que permiten afirmar 

que el contenido del artículo 2 es razonable.  

3.5. Finalmente, la Sala Plena concluyó que la cláusula prevista en el artículo 3 no 

genera reproche alguno, destacando, sin embargo, que cada una de las medidas 

de este decreto legislativo cuenta con una vigencia determinada.  
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LA CORTE CONSTATÓ LA EXISTENCIA DE COSA JUZGADA EN RELACIÓN CON LAS NORMAS DEMANDADAS 

DEL ACTO LEGISLATIVO 4 DE 2019, QUE REFORMÓ EL CONTROL FISCAL A CARGO DE LA CONTRALORÍA 

GENERAL DE LA REPÚBLICA, LAS CUALES FUERON DECLARADAS EXEQUIBLES EN LA SENTENCIA C-140/20.  
 

  

     VI.  EXPEDIENTE D-13599 -  SENTENCIA C-198/20 (junio 24) 

           M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez 

 

 

1. Norma demandada 

 

ACTO LEGISLATIVO 04 DE 2019 

(septiembre 18) 

 Por medio del cual se reforma el régimen de control fiscal 

 

ARTÍCULO 1o. El artículo 267 de la Constitución Política de 

Colombia quedará así: 

Artículo 267. La vigilancia y el control fiscal son una función 

pública que ejercerá la Contraloría General de la República, 

la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los 

particulares o entidades que manejen fondos o bienes 

públicos, en todos los niveles administrativos y respecto de 

todo tipo de recursos públicos. La ley reglamentará el ejercicio 

de las competencias entre contralorías, en observancia de los 

principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. El 

control ejercido por la Contraloría General de la República 

será preferente en los términos que defina la ley. 

El control fiscal se ejercerá en forma posterior y selectiva, y 

además podrá ser preventivo y concomitante, según sea 

necesario para garantizar la defensa y protección del 

patrimonio público. El control preventivo y concomitante no 

implicará coadministración y se realizará en tiempo real a 

través del seguimiento permanente de los ciclos, uso, 

ejecución, contratación e impacto de los recursos públicos, 

mediante el uso de tecnologías de la información, con la 

participación activa del control social y con la articulación del 

control interno. La ley regulará su ejercicio y los sistemas y 

principios aplicables para cada tipo de control. 

El control concomitante y preventivo tiene carácter 

excepcional, no vinculante, no implica coadministración, no 

versa sobre la conveniencia de las decisiones de los 

administradores de recursos públicos, se realizará en forma de 

advertencia al gestor fiscal y deberá estar incluido en un 

sistema general de advertencia público. El ejercicio y la 

coordinación del control concomitante y preventivo 

corresponde exclusivamente al Contralor General de la 

República en materias específicas. 

La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el 

seguimiento permanente al recurso público, sin oponibilidad 

de reserva legal para el acceso a la información por parte de 

los órganos de control fiscal, y el control financiero, de gestión 

y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la 

equidad, el desarrollo sostenible y el cumplimiento del 

principio de valoración de costos ambientales. La Contraloría 

General de la República tendrá competencia prevalente 

para ejercer control sobre la gestión de cualquier entidad 

territorial, de conformidad con lo que reglamente la ley. 

El control jurisdiccional de los fallos de responsabilidad fiscal 

gozará de etapas y términos procesales especiales con el 

objeto de garantizar la recuperación oportuna del recurso 

público. Su trámite no podrá ser superior a un año en la forma 

en que lo regule la ley. 

La Contraloría es una entidad de carácter técnico con 

autonomía administrativa y presupuestal. No tendrá funciones 

administrativas distintas de las inherentes a su propia 

organización y al cumplimiento de su misión constitucional. 

El Contralor será elegido por el Congreso en Pleno, por 

mayoría absoluta, en el primer mes de sus sesiones para un 

periodo igual al del Presidente de la República, de lista de 

elegibles conformada por convocatoria pública con base en 

lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución y no podrá ser 

reelegido ni continuar en ejercicio de sus funciones al 

vencimiento del mismo. 

Solo el Congreso puede admitir la renuncia que presente el 

Contralor y proveer las faltas absolutas y temporales del cargo 

mayores de 45 días. 

Para ser elegido Contralor General de la República se requiere 

ser colombiano de nacimiento y en ejercicio de la 

ciudadanía; tener más de treinta y cinco años de edad; tener 

título universitario en ciencias jurídicas, humanas, económicas, 

financieras, administrativas o contables y experiencia 

profesional no menor a 5 años o como docente universitario 

por el mismo tiempo y acreditar las demás condiciones que 

exija la ley. 

No podrá ser elegido Contralor General quien sea o haya sido 

miembro del Congreso o se haya desempeñado como gestor 

fiscal del orden nacional, en el año inmediatamente anterior 

a la elección. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 

condenado a pena de prisión por delitos comunes. 

En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección 

del Contralor personas que se hallen dentro del cuarto grado 

de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o 

legal respecto de los candidatos. 

ARTÍCULO 2o. El artículo 268 de la Constitución Política 

quedará así: 

Artículo 268. El Contralor General de la República tendrá las 

siguientes atribuciones: 

1. Prescribir los métodos y la forma de rendir cuentas los 

responsables del manejo de fondos o bienes de la nación e 

indicar los criterios de evaluación financiera, operativa y de 

resultados que deberán seguirse. 

2. Revisar y fenecer las cuentas que deben llevar los 

responsables del erario y determinar el grado de eficiencia, 

eficacia y economía con que hayan obrado. 

3. Llevar un registro de la deuda pública de la nación y de las 

entidades descentralizadas territorialmente o por servicios. 

4. Exigir informes sobre su gestión fiscal a los empleados 

oficiales de cualquier orden y a toda persona o entidad 

pública o privada que administre fondos o bienes públicos. 

5. Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión 

fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, 

recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva, para lo 

cual tendrá prelación. 

6. Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del control fiscal 

interno de las entidades y organismos del Estado. 

7. Presentar al Congreso de la República un informe anual 

sobre el estado de los recursos naturales y del ambiente. 

8. Promover ante las autoridades competentes, aportando las 

pruebas respectivas, investigaciones fiscales, penales o 

disciplinarias contra quienes presuntamente hayan causado 

perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado. La 

Contraloría, bajo su responsabilidad, podrá exigir, verdad 

sabida y buena fe guardada, la suspensión inmediata de 

funcionarios mientras culminan las investigaciones o los 

respectivos procesos fiscales, penales o disciplinarios. 

9. Presentar proyectos de ley relativos al régimen del control 

fiscal y a la organización y funcionamiento de la Contraloría 

General. 

10. Proveer mediante concurso público los empleos de carrera 

de la entidad creados por ley. Esta determinará un régimen 

especial de carrera administrativa para la selección, 

promoción y retiro de los funcionarios de la Contraloría. Se 

prohíbe a quienes formen parte de las corporaciones que 

intervienen en la postulación y elección del Contralor, dar 

recomendaciones personales y políticas para empleos en ese 

ente de control. 

11. Presentar informes al Congreso de la República y al 

Presidente de la República sobre el cumplimiento de sus 
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